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Introducción 



CONTENIDOS DE LA OBRA

El modelo de dirección de centros, en el sistema educativo español, es, por decirlo brevemente, una cuestión pendiente. Basta revisar los distintos procedimientos de acceso a su desempeño, desde el marco constitucional de 1978, para cerciorar tal evidencia: la selección, por comisiones específicas, entre profesores del centro con antigüedad, al menos, de un año en el mismo, tal como establecía la Ley Orgánica del Estatuto de Centros Escolares (LOECE, 1980); la elección directa, por órganos del centro, de profesores del mismo con requisitos de antigüedad (un año) y experiencia docente (tres años), en el marco de la Ley Orgánica del Derecho a la Educación (LODE, 1980); parecidos requisitos de antigüedad en el centro (un año), antigüedad en la función pública (cinco años), experiencia docente (cinco años) y haber sido acreditado por las Administraciones educativas, en el caso de la Ley Orgánica de la Participación, la Evaluación y el Gobierno de los centros docentes (LOPEG, 1995), que mantiene la elección; posibilidad de que puedan optar a la dirección candidatos de otros centros, seleccionados, tras las convocatorias de concursos de méritos, por comisiones con representantes de la Administración y del centro, en el marco de la Ley Orgánica de Educación (LOCE, 2002) (estos últimos directores adquieren, tras el desempeño con evaluación positiva, la categoría de director que surte efectos en el ámbito de todas las Administraciones educativas); los mismos procedimientos de selección, pero con modificaciones -preferencia por los candidatos del propio centro y desaparición de la categoría de director- son considerados, a su vez, en el ordenamiento de la Ley Orgánica de Educación (LOE, 2006).

El párrafo anterior constituye una ligera referencia que permite anticipar los contenidos del primer capítulo del libro. Interesa, por tanto, la evolución del modelo de dirección de centros en el sistema educativo. Con este objeto, incluye una aproximación al ordenamiento básico como marco general del modelo de dirección, además de la revisión de los sistemas de acceso a la función directiva desde que se institucionaliza el ejercicio de la misma. En la descripción de los fundamentos legales se sitúan, asimismo, las claves sociales a las que atienden, se detallan los contenidos vinculados con la dirección y se aportan argumentos en torno a su definición y alcance.

El capítulo segundo, por su parte, estima el debate entre procedimientos electivos y selectivos de acceso a la dirección para, a partir de esa referencia, considerar la perspectiva de la dirección profesional y las formas en que esa misma profesionalización se advierte en el acceso al desempeño directivo. De manera particular, también se analizan en el capítulo algunos desarrollos precursores de la dirección profesional en nuestro sistema educativo, y aspectos de la dirección pedagógica y de la formación inicial para el ejercicio que guardan relación con ello.

Por último, el capítulo tercero se ocupa de la evaluación del ejercicio directivo, sus reconocimientos y efectos. Tras una completa revisión de los desarrollos realizados por las distintas Administraciones, se establecerán las claves fundamentales de los procedimientos de evaluación (carácter, instrumentos, agentes, procesos). Dichos aspectos permitirán identificar algunos principios y propuestas sobre la evaluación de la dirección, además de incluir recomendaciones para que los directores puedan acometer las tareas de autoevaluación que, en su caso, les correspondan, así como para facilitar los procesos de evaluación por otros órganos del centro o de la Administración educativa. El engarce entre proyecto de dirección, proyecto educativo de centro y evaluación aplicada a los logros es una cuestión básica en la que adquieren relevancia las dimensiones y los indicadores de resultados. Por esto mismo, se ofrece una amplia muestra de indicadores, con la novedad de un catálogo especialmente referido a la autoevaluación de los centros. Por su relevancia e interés, el capítulo también describe el procedimiento de acceso a la Inspección educativa tras la evaluación del desempeño de la dirección durante varios periodos de ejercicio.

Un elenco de contenidos, por tanto, que permite el conocimiento bien fundado del modelo de dirección de centros en el sistema educativo español, las características de los procedimientos por los que se accede al desempeño directivo y la evaluación de este con distintos efectos. Y esas referencias son consideradas de modo que puedan ser estimadas por distintos sectores de la comunidad educativa y por quienes, con distintos intereses (conocimiento general, acceso al desempeño directivo o de la Inspección de educación, administración y gestión educativas, fundamentos para el desarrollo de investigaciones, estudios universitarios u otros), comparten atención por el ejercicio de la dirección de los centros escolares.

LA CUESTIÓN DIRECTIVA

Expuestos los contenidos del libro, es preciso referir, también en este espacio introductorio, algunas consideraciones sobre lo que, con connotaciones de situación crítica, se denomina “cuestión directiva”. Beltrán y otros (2004) acuden a ella no sólo como resultado de la complejidad del ejercicio de la dirección, sino como evidencia aún más destacada por “el cuestionamiento del modelo electivo ante la progresiva falta de candidatos o la baja participación de las familias en los Consejos escolares” (2004, pág. 36). Ciertamente, ni es correcto reducir la cuestión directiva al modelo de selección o de representación (Álvarez, 2004), ni el debate sobre la dirección se reduce a los criterios y decisiones referidas a su regulación formal (Escudero, 2004). Dirigir es, entonces, un ejercicio complejo, incierto, adaptativo y creativo, tal como argumentan López Yáñez y otros (2003) para situar la dirección en una encrucijada que se resuelve con el norte de nuevos roles y procesos en el seno de las organizaciones: “En vez de pensar las organizaciones como conjuntos de reglas y roles bien estructurados, cada vez más las personas pensamos como grupos sociales cohesionados en torno a una red particular de relaciones, un sistema de valores y una dinámica social que se va conformando a lo largo de complejos procesos históricos” (pág. 35). De resultas que dirigir sea, antes que nada, un proceso social que activa, fomenta, encauza o requiere otros procesos sociales. Y todos estos son necesarios para que la organización desarrolle las funciones que le dan sentido e identidad. 

Sin embargo, puesto que se apela a lógicas culturales de la organización, a sistemas de relaciones que gravitan sobre el poder -o, elevando el alcance, a los efectos del paradigma de la complejidad (Morin, 1998) y a las secuelas del tiempo posmoderno (Gervilla, 1993; Hargreaves, 1996) como trasfondo mayor-, es posible derivar de ellos limitaciones de diversa naturaleza (Escudero, 2004) que reducen los vínculos y contribuciones de la función directiva a la mejora de la educación:


	
• La dirección es una función escolar tan ensalzada como desamparada: son muchas y relevantes las funciones que se le atribuyen, el rango que se le confiere como factor de calidad, o las expectativas que en ella se depositan; pero no pocas, asimismo, las ocasiones en las que se ignora el trabajo y la contribución de otros miembros de la organización, o el tipo de relaciones, apoyos y demandas que la propia Administración establece, o la dificultad de generar innovación y cambio cuando se interviene con grupos docentes que no lo ponen nada fácil. En lo que concierne al acceso al desempeño directivo, Escudero (2004) abre la puerta de la profesionalización (págs. 146-147): La elección democrática del director por la comunidad escolar allana mucho el camino en centros renovadores, pero probablemente lo atasca cuando no se da esa condición. La profesionalización contemplada en los criterios pasados o venideros relativos a méritos académicos y profesionales no es algo que se pueda pasar por alto. No está ni mucho menos resuelto, sin embargo, cuáles han de ser los conocimientos, capacidades y actitudes que se tomen como indicadores, de qué manera apreciarlos y ponderarlos, así como tampoco cuáles sean los vínculos entre una supuesta base profesional, el desempeño de la misma en los contextos educativos y su incidencia efectiva sobre la mejora de la educación. De manera que, en efecto, dadas las regularidades y normas que rigen de hecho el funcionamiento de los centros, particularmente en su dimensión pedagógica, tendemos a idear y diseñar un modelo de dirección con cometidos excelentes y que, sin embargo, lo deja un tanto desamparado en capacidades y condiciones idóneas para poder llevarlos a cabo satisfactoriamente. 



	
• La identidad profesional del director está determinada por demandas no sólo diversas sino, en muchos casos, contradictorias y urgidas por una fuerte presión social (Marcelo, 1994). Administración, familias, estudiantes y profesorado establecen expectativas o desafíos complejos en los que, además, suelen operar interpretaciones y “derechos particulares”. En el caso del profesorado, conviene advertir que, cuando dispone de un poder notable para propiciar la elección del director, espera de este “que lo defienda ante posibles desmanes de la Administración o, en todo caso, que el cumplimiento formal de las normas externas no invada aquellas esferas donde ha de reposar la discrecionalidad profesional y el desempeño autónomo, a veces responsable y otras no, del trabajo docente” (Escudero, 2004, pág. 148). 

	
• De la misma manera, la identidad profesional se ubica entre el rol de profesor, el “interregno” del papel de director y el retorno al primero. Es sustantiva, entonces, la condición de profesor, que marca tanto los orígenes como el destino de la función directiva. E incluso puede actuar como pretexto para no acometer actividades de desarrollo profesional o, en su caso, hacer de la función directiva un “apéndice profesional transitorio” o precario. 

	
• “El árbol del director y el bosque del sistema y los centros”: esto es, la dirección se ejerce, y se construye, en un sistema donde priman dimensiones subjetivas y personales, además de reglas de juego, relaciones, sentidos, representaciones... 

	
• Existen, sin embargo, buenos y excelentes directores, tanto en el ámbito del gobierno de los centros como en la dimensión pedagógica. Ahora bien, es difícil identificar el itinerario que conduce a ese buen desempeño y, sobre todo, extender al sistema lo que tiene razón de ser en situaciones y centros singulares. En cualquier caso, parece que de una combinación interactiva y compleja entre centros “inteligentes”, con capacidad para leer la realidad y aprender de ella, y profesores capaces de marcar horizontes y objetivos de mejora, surge una dirección satisfactoria. 



Tiene especial interés, asimismo, el análisis que Escudero (2004) realiza a partir de dos lógicas identificadas, a la vez que denunciadas, por Elmore (2000, 2003): la “lógica de la confianza” y la “lógica de la voluntariedad”. De la primera se deriva una concepción de la enseñanza como actividad fundamentalmente artística y personal, “contingente al modo en que cada profesor la define, entiende y ejerce en las interacciones pedagógicas con sus estudiantes” (Escudero, 2004, pág. 151). Por esto mismo, la sabiduría práctica, que no el corpus teórico, sustancia el desarrollo profesional vinculado, de manera férrea, con una situación y una idiosincrasia singulares, no sujetas a formalización y generalización. Uno de los efectos más negativos de esta lógica es que proscribe la desconfianza y evita poner en cuestión la práctica profesional, incluso cuando se manejen evidencias que lo sugieran. La voluntariedad, por su parte, es la otra lógica señalada y, según ella, “a cada uno de los miembros de la profesión docente se le respeta la voluntad omnímoda e infranqueable de embarcarse o no en unos u otros proyectos o dinámicas destinadas a cuestionar lo que existe y mejorarlo” (pág. 152). Pues bien, en el supuesto de que las instituciones escolares o la profesión docente estuvieran regidas por estas lógicas, se adivinan con facilidad las limitaciones u obstáculos para la función directiva. Es más, podría argumentarse incluso que tales limitaciones, antes que circunstanciales, resultarían estructurales, y que la función directiva, tácita o expresamente, “está pensada para mantener el funcionamiento regular de los centros, respetando sus pilares constituyentes (lógica de la confianza y ética del voluntarismo)” (pág. 152).

Además de estas descripciones, o parejas a ellas, están las características diferenciales de la escuela como institución. Estas marcan, en buena medida, el desempeño de la dirección, y pueden identificarse (Álvarez, 2004), entre otras: la adscripción funcionarial del profesorado de los centros docentes públicos, con las ventajas e inconvenientes que se asocian a las garantías en el puesto de trabajo (Escudero, 2004); el carácter obligatorio de la educación como servicio; la ambigüedad de funciones y cometidos, tan difíciles de evaluar como apreciables sólo a medio y largo plazo; la desarticulación entre recursos, objetivos y resultados, que dificulta, a su vez, el seguimiento y el control público y social.

López Yáñez y otros (2003, pág. 55) sistematizan las características diferenciales de la escuela como organización, a partir de trabajos y revisiones precedentes (de Miguel, 1989; Sáenz, 1993). Considerarlas es oportuno, puesto que dan identidad al espacio en el que se ejerce la dirección:


	
• Tal como apuntaba Escudero (2004), las organizaciones educativas deben atender una pluralidad de metas y propósitos que se presentan con formulaciones muchas veces ambiguas y faltas de claridad. 

	
• Inexistencia de un poder central único del que dependa su funcionamiento. 

	
• Debilidad de la planificación y gestión administrativa de las instituciones, de tal manera que los procesos de decisión y acción oscilan entre la autocracia y la autonomía. 

	
• El funcionamiento de la organización se ve seriamente comprometido con la continua incorporación de nuevos miembros, lo que dificulta la consolidación del sistema. 

	
• La propia ambigüedad a la que se somete a los miembros, en la medida en que han de asumir distintos roles en su actividad profesional. 

	
• Poca claridad de la “tecnología” específica si se la compara con otros procesos tecnológicos y de producción. 

	
• Los recursos le son asignados, generalmente, a través de decisiones políticas, con escaso margen para generar recursos propios. 

	
• Ausencia de criterios específicos o falta de tradición para evaluar la eficacia de su funcionamiento. 

	
• Los alumnos, razón de ser de la institución educativa, no pueden asimilarse al carácter de “productos” que manufacturar o “clientes” a los que atender, pero tampoco se les considera, expresamente, como miembrosde la organización 



El recurso a las metáforas también ha sido útil para caracterizar a la escuela (y a la dirección: Bardisa, 1998; Beck y Murphy, 1993; Nicastro, 1998), a partir de imágenes con gran capacidad evocadora: “anarquía organizada” (Lotto, 1990), “cubo de basura” (Cohen, March y Olsen, 1972), “débil articulación”(Weick, 1976). Esto es, la naturaleza de la escuela, su propia identidad, está marcada por la evolución de los grandes marcos teóricos -Mayer y Rowan (1978) ya pusieron en duda la “racionalidad ilimitada” de la organización- que alumbran el conocimiento. Pero su encaje social hace más operativas las descripciones -metáforas- en el contexto de demandas casi siempre urgentes y delegadas (adviértase la “escolarización”de problemas sociales a modo de solución general). 

Pues bien, este es el espacio de la dirección e interesa, ahora, apuntar algunas coordenadas para entenderla en el marco de una visión sobre las organizaciones:


	
• Antes que otra cosa, las organizaciones son el entorno de sistemas sociales. Por esto mismo, López Yáñez y otros (2003) diferencian entre organización y sistema organizativo. Este último queda definido por el “proceso continuo de comunicación y por las estructuras (de significados y de relaciones) sobre las que ese proceso se asienta, garantizando así su continuidad” (pág. 23). Mientras que la organización apela a los objetos y sujetos que participan en los procesos de comunicación insertos en el sistema organizativo. 

	
• La comunicación construye y funda los sistemas sociales y organizativos (Luhmann, 1997). Evidentemente, aquí se alude a un concepto o alcance de la comunicación mucho más amplio que el formal. No es el caso, entonces, de la escueta y convencional transferencia de información o mensajes entre interlocutores; sino de entender la comunicación como la razón de ser de los sistemas sociales, el elemento constituyente de los mismos y del que participan sus miembros. 

	
• El propio concepto de estructura se adecua en este marco del sistema organizativo, en la medida en que las estructuras dejan de ser acuñadas con el patrón de la teoría de la organización y son, a la vez, “productoras y producidas por el proceso comunicativo” (López Yáñez y otros, 2003, pág. 25). Es por eso que las estructuras, tal como aquí se caracterizan, son producidas por el sistema organizativo y resultan deudoras de los conceptos de cultura y poder, tan afirmados en los sistemas sociales. 

	
• Una aproximación a la cultura organizativa nos coloca ante tramas de significados que el sistema depura en los procesos de comunicación y que los miembros de la organización comparten en alguna medida. Su naturaleza simbólica, por otra parte, también define la cultura: los significados se manifiestan a través de símbolos que los miembros de la organización saben interpretar en su seno. 

	
• El poder es una dimensión mayor que la autoridad. Si se quiere, esta última es una de las bases en que se fundamenta aquel. Puede sostenerse, apelando a la naturaleza más arriba esbozada de la estructura, que el poder también adopta esa forma; o que es, asimismo, una estructura. 

	
• El sistema organizativo en el que se desenvuelve la dirección no resulta determinado por la acción de la sociedad sobre el mismo. Aclaremos tal premisa: es indudable que el entorno social influye sobre las organizaciones, pero no determina su funcionamiento: son las estructuras -de relaciones y significados- que el propio sistema organizativo construye las que sí lo hacen. La sociedad puede imponer o prescribir cambios mediante leyes, que afectan al organigrama o a la estructura formal, pero otra cosa es determinar el funcionamiento. Puede prescribirse la participación de la comunidad educativa o la construcción del currículo desde la práctica docente, pero su viabilidad depende, en primer término, de la manera en que el sistema organizativo, y social, reconstruya o encaje nuevos significados y patrones de funcionamiento. 

	
• Se trata, entonces, de conciliar el dilema entre lo micro y lo macro, a partir del análisis institucional aplicado a tres dimensiones (López Yáñez y otros, 2003): la organización, los productos institucionales (entre ellos, la dirección) y el sistema social. Y es que dirigir un centro no es el resultado exclusivo de aplicar normas, obviando el entramado cultural y de estructuras que dan carta de naturaleza al sistema organizativo. 

	
• La ubicación social del ejercicio de la dirección comparte entidad con la dimensión cognitiva derivada de quienes la ejercen. Por eso, Teixidó (1996) subraya la perspectiva sociocognitiva para el estudio de la dirección y adelanta que el ejercicio directivo está influido por las representaciones mentales de la realidad, a partir de percepciones y expectativas tanto de los directores como de los demás miembros de la comunidad educativa. 



Y, puesto que el trasfondo sistémico de la dirección destaca en el elenco de factores determinantes de su desempeño, interesa apuntar la necesidad de nuevos roles directivos. Porque el imaginario de la gestión eficaz, socorrido prototipo del perfil profesional, resulta insuficiente ante la complejidad de las organizaciones modernas -por no acudir a la posmodernidad-. López Yáñez y otros (2003) refieren como atributo directivo básico la capacidad de analizar y comprender, que ha de ser aplicada como “obligación intelectual de comprender el contexto sobre el que actúan, sobre el que desarrollan la acción directiva, y de comprender la propia organización en tanto que construcción histórica y social” (pág. 35).

Queda trazada, por tanto, la cuestión directiva, en la que destaca el procedimiento para acceder a su desempeño. Y es que, en función de las cuestiones anteriores, el acceso a la dirección es uno de los factores más relevantes para caracterizar los modelos directivos. Así lo sostiene Sarasúa (2003) cuando argumenta que los continuos cambios en el modelo de dirección tienen que ver con el procedimiento y la responsabilidad en la selección y con la formación como requisito previo hacia la profesionalización. Cuestiones que no son ajenas al marco sociopolítico de la educación y su gobierno, además de constituir opciones ideológicas que, en cualquier caso, operan tanto en la gestión pública como en el discurso y la elaboración teórica.

En definitiva, los sistemas de acceso son relevantes toda vez que: “El elemento más decisivo en la transición de profesor a director sigue siendo el proceso y los criterios que determinan su elección y nombramiento. A partir de ese instante, casi todo ha de ser recreado o inventado” (Escudero, 2004, pág. 148).

SOBRE EL GÉNERO GRAMATICAL Y EL USO DE LA MAYÚSCULA INICIAL

Es oportuno dejar constancia de que la utilización del género gramatical masculino, a lo largo de las páginas de este libro, no responde a otras intenciones que las de facilitar una lectura libre de redundancias, acorde, además, con la economía y la simplicidad en tanto que principios básicos de las lenguas. Por eso se evitan las oposiciones fonológicas alternativas (/-o/, /-a/); los archifonemas, más o menos pertinentes, que pretenden neutralizarlas (@); la presencia de los dos sustantivos con marca de género; la sustitución de unos sustantivos por otros para ocultar referencias sexuales; las perífrasis, construcciones metonímicas y aposiciones; o las dobles concordancias en artículos y adjetivos. Y se parte de una consideración general: el género es sólo un accidente gramatical que no comporta, necesariamente, valores de contenido asociados al sexo. La intención de convertir el género gramatical en marcador sexual puede ser respetable como recurso para hacer visible lo femenino pero, desde perspectivas lingüísticas, el género gramatical masculino es una forma no marcada, y de mayor extensión, para referirse a entes de uno y otro sexo. Es decir, alude a algo distinto, más extenso, que la forma disociada y analítica de masculino más femenino, a la que comprende genéricamente. Parecida situación se verifica en otras oposiciones, singular/plural, donde el término no marcado o extenso alcanza mayor ámbito de aplicación. En definitiva, se asume con convicción una postura opuesta al sexismo y los modelos androcéntricos, no sólo desde presupuestos escuetamente formales, sino con el compromiso de las actitudes. Puesto que esta aclaración puede ser interpretada de manera diferente, además de discutible el criterio del autor, quede constancia, con lo expuesto, de las pretensiones e ideas que lo justifican. 

Asimismo, se restringe, en la redacción del texto, el uso de la mayúscula inicial (“Director”, “Inspector”, “Proyecto de Dirección”, “Claustro”, “Consejo Escolar”, “Comisión de Evaluación”, “Proyecto Educativo”, “Memoria”...) por similares motivos de facilidad de lectura, aun cuando razones de condición, categoría, empleos expresivos u otras circunstancias podrían explicar su uso. Este criterio resulta particularmente aconsejable cuando son numerosas las referencias a los mismos términos; pero no impide, a su vez, el recurso a la mayúscula inicial cuando se trate de instituciones, entidades u organismos singulares; o cuando se constate el uso de términos como nombres propios y no comunes o genéricos.

En la reproducción de citas textuales o de textos normativos, se mantendrá, sin embargo, la redacción original que presenten.






La dirección de centros en el sistema educativo 



Ya se avanzaba en la introducción que el sistema educativo español no ha consolidado un modelo de dirección estable. Prueba de ello son las distintas configuraciones que se adoptan en el marco del ordenamiento legal del sistema. Esto es, si el ejercicio de la dirección es un ámbito destacado para conformar la identidad del sistema educativo, la indefinición de aquel trae causa de la propia inestabilidad del sistema. Con esta perspectiva de encuadre, el presente capítulo centra su interés en la evolución del modelo de dirección de centros escolares. Para ello, estima tanto los originarios modos de acceso, consonantes con la configuración histórica del sistema educativo español, como los distintos modos y procedimientos adoptados tras la promulgación del marco constitucional de 1978.

1. EL ACCESO A LA DIRECCIÓN DESDE SUS ORÍGENES HASTA EL MARCO CONSTITUCIONAL DE 1978

Es prácticamente general (Bardisa, 1996; Llorent y Oria, 1998; Murillo, Barrio y Pérez-Albo, 1999; Viñao, 1990) el criterio de situar el inicio de la dirección escolar en España justo en el momento en que las aulas de educación primaria dejan de ser "unitarias" para repartirse en un sistema más complejo con distintas clases y profesores. Esto es, la escuela graduada establece niveles, asociados a competencias académicas o edades cronológicas de los alumnos, para configurar distintos grupos que se asignan, cada uno, a un profesor. De resultas, esta estructura conlleva la necesidad de coordinación y reparto de responsabilidades, la gestión académica, económica y organizativa, y, en definitiva, la presencia institucional del director con competencias distintas a las de los docentes.

La figura del director, por esto mismo, podría considerarse como relativamente reciente en el marco de la organización de las instituciones educativas (Baz, Bardisa y García, 1994; De Puelles, 1999; Egido y Paredes, 1994; Estruch, 2001 y 2002; Roca, 1996). De hecho, como apuntan Llorent y Oria (1998, pág. 43), la tónica dominante durante la práctica totalidad del siglo xix se resume en que "el control y dirección de las escuelas se ejercerá por medio de organismos y personas externas al cotidiano funcionamiento de las aulas". Hubo que esperar a la reordenación de las Escuelas Normales (Real Decreto de 23 de septiembre de 1898 y un Reglamento posterior, aprobado el 29 de agosto de 1899), que llevaban casi medio siglo sin reformar, para apreciar un figura precursora de los directores de centros escolares: el regente, al que se encomendaba la dirección de las escuelas prácticas graduadas anejas a las Escuelas Normales, con atribuciones administrativas, de coordinación pedagógica, de relación con la comunidad y docentes (tanto al alumnado en prácticas de las Normales como a los propios de primaria de la escuela aneja, divida en secciones).

La creación de la figura del director resultó, entonces, controvertida: por un lado, los maestros de las escuelas unitarias estaban habituados a una gran autonomía de funcionamiento y, en todo caso, al escaso control de las visitas de Inspección, por lo que la presencia y funciones del director no fueron bien recibidas; y, por otro, los inspectores manifestaron recelos ante el reparto de competencias con el director. Por eso mismo, los maestros de las escuelas graduadas preferían un director elegido por ellos y entre ellos, y centrado en cuestiones administrativas y de mantenimiento, antes que en las pedagógicas. O, en su caso, una de las motivaciones mayores para acceder a una escuela graduada resultaría la de ser director de la misma: "A una escuela graduada se iba, pues, para ser director. En otro caso, era preferible seguir en una unitaria, con más niños, pero sin controles permanentes y con instructores auxiliares" (Viñao, 1990, págs. 49-50).

En las primeras escuelas de prácticas anejas a las Normales se optó, en los primeros años del siglo xx, por elegir a los "maestros directores" después de que estos realizaran un viaje al extranjero para estudiar la organización de las escuelas graduadas implantadas en Europa. Ya en 1905 se promulga el Real Decreto de 22 de marzo, que organiza la enseñanza primaria y establece que todas las escuelas públicas, tal como ocurría con las anejas a las Normales, deben ser graduadas. Aunque no constan referencias a la dirección en este marco legal, sí aparecen en un reglamento que lo desarrolla: el Real Decreto de 16 de junio de 1905 referido al régimen de la primera enseñanza oficial. Dos de sus artículos refieren lo siguiente:

"En los distritos escolares en que haya escuela graduada con más de un Maestro, será Director el de mayor categoría, y en caso de que sea igual la de ambos, lo será el que lleve en la misma localidad el mayor tiempo de servicios" (art. 108).

"La matrícula y la distribución de niños de las Escuelas graduadas correrán a cargo del Director de las mismas" (art. 109). 

Este sistema de provisión llegó a denominarse "automático" o "mecánico", puesto que se deducía de la aplicación directa de criterios administrativos. Gairín (1995, pág. 243), por su parte, incluye una cita de 1898 que ilustra bien la naturaleza de los primeros directores en el caso de las escuelas de fundación particular, de Patronato y Normales:

El gobierno y dirección de la Escuela corresponden al Claustro de Profesores, pero el Director es quien tiene a su inmediato cuidado el orden interior del Establecimiento y quien debe velar porque se sostenga la más severa disciplina entre profesores, alumnos y dependientes; le corresponde ejecutar los acuerdos que tome el Claustro, con el que debe proceder de acuerdo en cuanto se refiere a la dirección de la enseñanza y disposiciones que deben adoptarse para su mejoramiento; la de llevar la correspondencia oficial con las autoridades, y ha de entenderse con los padres de alumnos en cuanto concierne a la conducta y proceder de estos y por último cuidar de la parte económica y de la adquisición del material de enseñanza, debiendo ajustarse al presupuesto que se haya formado.

Tal como apuntan Murillo y otros (1999), es de particular interés constatar, con la distancia del tiempo histórico, la atribución de tareas y funciones administrativas y organizativas parecidas a las actuales, además del ejercicio de labores ejecutivas sujetas al acuerdo con otros órganos colegiados. A su vez, de la lectura de la cita también se infieren los dos planos fundamentales del ejercicio directivo: la gestión (tareas de mantenimiento) y la dirección de procesos educativos.

La progresiva graduación de la enseñanza primaria en España determina la promulgación del Real Decreto de 6 de mayo de 1910, sobre transformación de ciertas escuelas en graduadas, en el que se establecen las condiciones de acceso al puesto de maestro-director (artículo 4.c): "Que el maestro que esté al frente de la Escuela haya ingresado por oposición, tenga al menos el título superior y haya acreditado asiduidad y buenos resultados en la enseñanza".

Se trataba, en realidad, de un doble sistema de concurso inicial entre maestros y oposición para las vacantes posteriores. Apenas un año después, el Real Decreto de 25 de febrero de 1911, sobre el funcionamiento de las Escuelas Graduadas, consideraba un concurso de méritos entre maestros por oposición con más de 10 años de servicios y título de maestro superior (art. 11). En los méritos figuraban las becas de ampliación de estudios en el extranjero o la publicación de obras sobre organización escolar u otros ámbitos pedagógicos. 

Como desarrollo del reglamento anterior, se promulga la Real Orden de 10 de marzo de 1911, que señala, entre las funciones del director, las de docencia directa en una de las secciones de las escuela graduada (párvulos, y otras tres o cuatro más), con reducción de algunas horas en función del programa general de la escuela, la representación de la Administración educativa en el centro, y las de coordinación pedagógica -que incluía la supervisión del trabajo en el aula-. Pero los maestros podían recurrir ante el Ministerio las decisiones del director, y la junta de profesores contaba con competencias relevantes. Justo en estas situaciones ya se constataba la dialéctica en torno a las funciones del director y las condiciones para su ejercicio: el acceso por antigüedad o la elección directa con funciones de representación y administrativas; la selección mediante concurso de méritos u oposición; y el desempeño preferente de tareas académicas y pedagógicas.

La transformación general de las escuelas unitarias en graduadas (iniciada en 1910) se acomete a partir de la publicación de la Real Orden de 28 de mayo de 1913, que restablece el sistema de concurso previo -no ya por méritos, sino por categoría y años de ejercicio- y oposición para las plazas no cubiertas: entre maestros con título superior y un puesto en el "escalafón" con categoría igual o superior a la que tuvieran los maestros de la escuela cuya provisión era necesaria. En las escuelas graduadas con menos de seis secciones, el director tenía una sección a su cargo; y, en las escuelas mayores, el artículo 7 de esta Real Orden no define con claridad la atribución docente: "tomarán parte activa en la labor de todos, dando orientación y unidad al trabajo de los demás maestros, aparte de las funciones administrativas", aunque era frecuente eximir al director de la docencia directa.

Fue necesario, entonces, un Reglamento de las Escuelas Graduadas (Real Decreto de 19 de septiembre de 1918), cuya vigencia en el tiempo alcanzó hasta casi la mitad del siglo xx (1945). En tal reglamento se acentúan las competencias de coordinación e incluso Inspección, mediante frecuentes visitas a clase -al menos dos veces por semana- y observaciones posteriores a los maestros "encaminadas siempre al mejor régimen escolar"; así como las de orden disciplinario de los alumnos. Se generaliza, entonces, la provisión "automática" de directores mediante concursos de traslados por antigüedad; hasta que, en 1926, un Decreto promulgado el 23 de agosto, establece el sistema de concurso-oposición para las escuelas graduadas de seis o más secciones. Seis años más tarde, el Decreto de 1 de julio de 1932 considera la celebración de un concurso de traslados previo entre los directores de escuelas de seis o más secciones, mantiene el concurso-oposición sólo para las vacantes que resulten de dicho concurso previo y opta por el sistema electivo en las escuelas de menos de seis secciones. Estruch (2002) recuerda que dicho procedimiento de elección del director por los maestros también se utilizaba a partir de 1910 en tales escuelas, aunque sus resultados no parecían satisfactorios: El Magisterio Español, periódico inicialmente favorable a la elección del director, publicó el 1 de abril de 1935: "La elección estaba bien para los cargos populares, pero es un fracaso y un absurdo para los técnicos".

Con esta configuración directiva, prácticamente consolidada en el Decreto sobre Dirección de Escuelas Graduadas, de 1934, se mantuvo el ordenamiento español hasta concluida la Guerra Civil, si bien, en 1938, el régimen estableció un control directo sobre las escuelas mediante el nombramiento de directores con criterios políticos. Algunos años después, se promulgan la Ley de Instrucción Primaria, de 17 de julio de 1945 (BOE de 18 de julio), y el Estatuto del Magisterio, de 1947 (Decreto de 24 de octubre de 1947, BOE de 17 de enero de 1948), marcos que regulan, expresamente, la dirección escolar. La Ley de Instrucción Primaria estableció el carácter del director como "superior inmediato" de los restantes maestros, con intenciones de control más que evidentes al disponer, a su vez, de la competencia para sancionar faltas disciplinarias tanto en los alumnos como en los maestros. Otra consecuencia de esta ley es la progresiva separación de los directores del ejercicio docente, que eran sometidos a pruebas, durante dos años, hasta obtener un título de especialista. El Ministerio de Educación Nacional nombraba al director de entre los profesores numerarios de la escuela, previamente propuestos por el claustro en una terna alfabetizada, con informe del rector del distrito.

El Estatuto de 1947 estableció tres tipos de acceso a la dirección, en función del tamaño de las escuelas: en las pequeñas, el director era el maestro más antiguo; en las medianas, resultaba elegido por los maestros; y, en las grandes, las vacantes se concedían por concursillo y concurso de traslados entre profesores, reservándose, las que quedaban sin ocupar para ser cubiertas mediante oposiciones restringidas. Esta "escala" o "carrera" directiva ocasionó numerosos cambios de centros entre directores que aspiraban a mejores condiciones y reconocimientos, por lo que se modificó la tendencia a que el director fuese un maestro del centro. Además, se asentó la separación del estatus de director y de maestro, que culminó con la creación del Cuerpo de Directores de los centros de enseñanza primaria (1967), en el que se integraron todos los directores en servicio, a partir de las disposiciones de la Orden de 10 de febrero de 1967 (BOE de 20 de febrero), por la que se aprobó el Reglamento de Centros Estatales de Enseñanza Primaria, y del Decreto 985/1967, de 20 de abril (BOE de 17 de mayo), que estableció el Reglamento del Cuerpo de Directores Escolares, con la consiguiente regulación de condiciones, desarrollo de las tareas directivas y desempeño de forma vitalicia. Al Cuerpo de Directores Escolares se accede por oposición libre -a la que podían presentarse maestros con cinco años de servicio y que fueran, además, licenciados con dos años en posesión de ese título-, tras superar varios exámenes eliminatorios y un año de formación asimismo eliminatorio. La referencia de este Cuerpo es relevante, toda vez que, como se verá después, sitúa una interpretación controvertida del ejercicio "profesional" de la dirección.

Respecto a la enseñanza secundaria, es a mediados del siglo xix cuando puede señalarse alguna definición directiva en los escasos centros que la impartían. Estruch (2001) argumenta, por ello, que la dirección escolar regulada por las leyes nace con los institutos públicos (la reordenación de las Escuelas Normales, en el caso de las primeras configuraciones directivas en la enseñanza primaria, es de finales del xix, 1898). Centros cuya organización se aproximaba a la de la Universidad, basada en las cátedras y en la prelación de los profesores que las obtenían. Ya en 1836, el Plan General de Instrucción Pública, de inspiración centralista francesa, establecía que el "rector" de los institutos fuera nombrado por "Su Majestad" de entre los profesores propietarios, a propuesta de una terna del claustro. Procedimiento que no fue utilizado por los conflictos y la inestabilidad política. De hecho, en 1845, un nuevo Plan General establece que el director de los institutos provinciales será nombrado por el Gobierno. La Ley de Instrucción Pública de 9 de septiembre de 1857 -conocida como "Ley Moyano"- consideró, asimismo, que los directores de instituto fueran nombrados directamente por el Gobierno, de entre profesores del centro o de otros, bajo la dependencia del rector universitario correspondiente, permitiéndose, con ello, la posibilidad de que accedieran a la dirección profesores de otros centros o que no fueran catedráticos. A su vez, se creó una junta de profesores, constituida por los catedráticos, con atribuciones consultivas. Mediante un Reglamento de 1859, sí se dispone que el director sea catedrático y del propio centro que va a dirigir, desempeñando la dirección como un periodo temporal entre la docencia, de la que procedía y a cuyo ejercicio volvería a incorporarse acabado su desempeño directivo. Estruch (2001) utiliza la metáfora del "director-compañero" para señalar un precedente que "marcará toda la historia de la dirección escolar en España" (pág. 3), en el que, a su vez, se refuerza el carácter político del modelo directivo: el director era nombrado por el ministro por un periodo indefinido y su continuidad dependía del Gobierno. El citado Reglamento de 1859 encomienda funciones administrativas y representativas a los directores, aunque también la de "velar para que la enseñanza se dé con el esmero debido, para lo cual visitarán con frecuencia las cátedras". Asimismo, los directores habían de ejecutar los acuerdos de la junta de profesores. Y, aunque podían amonestar y suspender en sus funciones a los profesores, la sanción definitiva competía a las autoridades superiores. Otro rasgo, por tanto, del modelo de dirección que se analiza es "el equilibrio inestable entre dirección y claustro, entre dependencia ministerial y presión corporativa" (Estruch, 2001, pág. 3). Fruto de esta última resultó un Reglamento, ya en 1901 y con vigencia práctica hasta la dictadura franquista, por el que el director sería nombrado de entre una terna de catedráticos elegida por los profesores, además de retirársele la función de supervisar la labor docente de los catedráticos.

En plena contienda civil, la Ley de 20 de septiembre de 1938 (BOE de 23 de septiembre) incluye disposiciones referidas al gobierno y administración de los centros oficiales, con un director nombrado por el Gobierno a partir de la confianza política. Posteriormente, la Ley de Ordenación de la Enseñanza Media (Ley de 26 de febrero de 1953, BOE de 27 de febrero) es desarrollada por un Reglamento, de 1955, que ajusta y modifica el acceso y las funciones de la dirección, y restablece la terna. Tal como se indicó con anterioridad, el sistema de ternas se mantuvo vigente, excepción hecha de un periodo de "depuraciones" en el que el director había de contar con la confianza política del Ministerio por el que era propuesto. El nombramiento se realizaba por tres años, prorrogables por otros tres, y el Ministerio podía decidir, en cualquier momento, el cese del director.

Una situación más proclive a las reformas nos lleva a la Ley General de Educación y de Financiamiento de la Reforma Educativa (Ley 14/1970, de 4 de agosto, BOE de 6 de agosto, LGE). Dicho marco debe ser estimado en su justa medida, toda vez que reemplazó y modificó, grandemente, un sistema educativo previo más que centenario, el conformado por la Ley Moyano de 1857: 

El marco legal que ha regido nuestro sistema educativo en su conjunto respondía al esquema ya centenario de la Ley Moyano. Los fines educativos se concebían de manera muy distinta en aquella época y reflejaban un estilo clasista opuesto a la aspiración, hoy generalizada, de democratizar la enseñanza. Se trataba de atender a las necesidades de una sociedad diferente de la actual: una España de 15.000.000 de habitantes, con el 75 por 100 de analfabetos, 2.500.000 de jornaleros del campo y 260.000 "pobres de solemnidad", con una estructura socioeconómica preindustrial en la que apenas apuntaban algunos intentos aislados de industrialización. Era un sistema educativo para una sociedad estática, con un Universidad cuya estructura y organización respondía a modelos de allende las fronteras.

En este párrafo del preámbulo de la LGE (1970) se constata la inaplazable necesidad de concebir un nuevo sistema educativo, además de adelantarse propósitos democratizadores que todavía resultaban tibios. Con carácter previo a la LGE, se publicó, en 1969, como "Libro Blanco", el estudio "La educación en España: Bases para una política educativa", con la intención de recabar asesoramiento y aunar implicaciones que redundaran en el "consenso social", tal como reconoce la propia ley: "Esta previa participación en la tarea preparatoria de la reforma de nuestro sistema educativo era ineludible por razones de eficacia, pues es evidente que en materia de educación los preceptos legales carecen en muchos aspectos de suficiente potencia conformadora si no van acompañados de un consenso social". Esta declaración, varias décadas después, sigue siendo válida.

En lo que respecta a la dirección de los centros, la LGE (1970) -posteriormente desarrollada por el Decreto 2655/1974 de 30 de agosto (BOE de 20 de septiembre), sobre el ejercicio de la función directiva en los colegios nacionales de Educación General Básica- estableció que todo centro de Educación General Básica contaría con un director, asistido por el claustro de profesores y por un consejo asesor, en el que estaban representados los padres de los alumnos. El director era nombrado, con carácter temporal (cinco años), por el Ministerio de Educación y Ciencia, a propuesta del delegado provincial, de entre los profesores titulares del centro con, al menos, tres años de ejercicio, y oídos el claustro y el consejo asesor, como órganos consultivos y de asesoramiento. Las competencias atribuidas al director eran las de ordenación de las actividades del centro así como de coordinación del profesorado. Aunque se suprimió el cuerpo de directores, en las localidades en las que sólo existía un director escolar este se hacía cargo del "colegio nacional" de nueva creación (Orden de 3 de noviembre de 1970, BOE de 18 de noviembre). Cuando eran varios los directores escolares, la Inspección de Enseñanza Primaria formulaba una propuesta de nombramiento, que el delegado provincial de Educación resolvía una vez oído el consejo asesor. Si no se contaba con directores titulares, la Inspección proponía el nombramiento, mediante terna, de un maestro con destino en la misma localidad. El director recupera la función docente y se apunta la necesidad de formación inicial y continua ("reentrenamiento periódico").

Por su parte, al frente de cada Instituto Nacional de Bachillerato estaba un director nombrado por el Ministerio, de entre los catedráticos numerarios del centro, oído el claustro respectivo. Al director se le confiaba la dirección, orientación y ordenación de todas las actividades del centro; de manera especial, debía asegurar la coordinación y el trabajo en equipo de los profesores "que requiera la actividad formativa unitaria y equilibrada de los alumnos" (art. 62). Igual que en los centros de Educación General Básica, en los institutos existía un claustro -integrado por el director y el profesorado titular del centro- y un consejo asesor -en el que, junto con una participación del profesorado, estaban representados los padres de los alumnos y "los círculos de estos, cuando proceda"- En el Reglamento Orgánico de los Institutos Nacionales de Bachillerato (Real Decreto 146/1977, de 21 de enero, BOE de 26 de febrero), se restablece, por su parte, la terna de catedráticos para el nombramiento del director por el Ministerio: cuando había más de cuatro catedráticos, el claustro proponía una terna; en caso contrario el Ministerio decidía el nombramiento de uno de ellos. El mandato era por tres años y se podía renovar por un periodo de igual duración.

Otras intenciones básicas de la LGE (1970), recogidas en su preámbulo, dan trasfondo al modelo de dirección y, descontado el tiempo que transcurre y algunas denominaciones peculiares, no desentonan demasiado, bastantes años después, con otras referencias sociales y políticas. Lo podemos apreciar en las referencias a aspectos tan relevantes como:


	
• La singularidad e identidad propia de los centros: La uniformidad estricta impide que cada centro docente sea considerado en su situación peculiar y en la singularidad de las condiciones derivadas del pueblo, de la ciudad y la región donde se halle enclavado y de los alumnos a los que está destinado a servir. 



	
• La educación permanente: Se trata, en última instancia, de construir un sistema educativo permanente no concebido como criba selectiva de los alumnos, sino capaz de desarrollar hasta el máximo la capacidad de todos y cada uno de los españoles. 



	
• El contenido de la educación: La presente Ley atiende a la revisión del contenido de la educación, orientándolo más hacia los aspectos formativos y al adiestramiento del alumno para aprender por sí mismo, que a la erudición memorística, a establecer una adecuación más estrecha entre las materias de los planes de estudio y las exigencias que plantea el mundo moderno, evitando, al propio tiempo, la ampliación creciente de los programas y previendo la introducción ponderada de nuevos métodos y técnicas de enseñanza; la cuidadosa evaluación del rendimiento escolar o la creación de servicios de orientación educativa y profesional y la racionalización de múltiples aspectos del proceso educativo, que evitará la subordinación del mismo al éxito en los exámenes



	
• O la reiterada influencia de los profesores en el logro de los empeños reformistas: En el profesorado de todos los niveles recaerá la responsabilidad más honrosa y difícil de la reforma, y su proverbial dedicación profesional hace augurar una colaboración inteligente y decidida, que permitirá alcanzar los nuevos ideales educativos. 





Puede constarse, entonces, la relevancia de la LGE (1970) como primera gran ordenación moderna del sistema educativo español y, por ende, del modelo de dirección. 

Pero recapitulemos, en los cuadros que siguen, los procedimientos de acceso a la dirección, desde sus orígenes, en el ordenamiento anterior al marco constitucional de 1978:


	PROCEDIMIENTOS DE ACCESO A LA DIRECCIÓN DE CENTROS DE EDUCACIÓN PRIMARIA (DESDE SUS ORÍGENES HASTA EL MARCO CONSTITUCIONAL DE 1978)


	Año
	Procedimiento de acceso



	1905
	
Mayor categoría y, en caso de igualdad, mayor tiempo de servicios en la misma localidad. Sistema de provisión "mecánico” o "automático”.



	1910
	
Oposición, título superior y acreditación de méritos y buenas prácticas. Existía un concurso de méritos inicial entre maestros y la oposición se convocaba para las vacantes que resultaran. En las escuelas graduadas de menos de seis secciones, el director era elegido por los maestros. 



	1913
	
Concurso por categoría y antigüedad. Oposición para las plazas no cubiertas: entre maestros con título superior y un puesto en el "escalafón” con categoría igual o superior a la que tuvieran los maestros de la escuela cuya provisión era necesaria. En las escuelas graduadas de nueva creación, los maestros proponían al director.



	1926
	
Concurso-oposición para las escuelas graduadas de seis o más secciones.



	1932
	
Concurso de traslados previo entre los directores de escuelas de seis o más secciones, concurso-oposición para las vacantes que resultaran, y sistema electivo en las escuelas de menos de seis secciones.



	1938
	Nombramiento de directores con criterios políticos.



	1945
	El Ministerio nombraba al director de entre los profesores numerarios de la escuela, propuestos por el claustro en una terna alfabetizada, con informe del rector del distrito.



	1947
	El profesor más antiguo, en los centros pequeños; elección por los maestros, en las escuelas medianas; concurso de traslado mediante méritos, en las grandes, con oposiciones restringidas para las vacantes que quedaban sin ocupar.



	1967
	
Oposición para acceder al Cuerpo de Directores Escolares. Desempeño vitalicio de la dirección. Para realizar la oposición se requerían cinco años de servicio y, además, contar con dos años en posesión del título de licenciado.



	1970
	
Nombrado, con carácter temporal, por el Ministerio de Educación y Ciencia, de entre profesores titulares del centro con, al menos, tres años de ejercicio, oídos el claustro y el consejo asesor del centro.





	PROCEDIMIENTOS DE ACCESO A LA DIRECCIÓN DE CENTROS DE EDUCACIÓN SECUNDARIA (DESDE SUS ORÍGENES HASTA EL MARCO CONSTITUCIONAL DE 1978)


	Año
	Procedimiento de acceso



	1857
	Director nombrado por el Gobierno de entre profesores del centro u otros, bajo la dependencia del rector universitario.



	1859
	El director debe ser catedrático, del propio centro y con desempeño temporal de la dirección.



	1901
	Nombrado de entre una terna de catedráticos elegida por los profesores.



	1938
	Nombramiento de directores con criterios políticos.



	1955
	Se restablece el sistema de terna.



	1970
	
Nombrado por el Ministerio de Educación y Ciencia de entre los catedráticos numerarios del centro, oído el claustro de profesores.



	1977
	Vuelve a utilizarse el sistema de terna.




Esto es, en la educación primaria hay precedentes de acceso a la dirección mediante oposición, concurso de méritos, además de la antigüedad y la elección por los maestros del propio centro. Tras los criterios políticos en plena contienda civil, se crea un cuerpo específico de directores, al que se accede por oposición y, en los años próximos a la transición, el Ministerio nombra al director después de oír a los órganos del centro.

Por su parte, los directores de los institutos han sido elegidos teniendo casi siempre en cuenta su carácter de catedráticos. Excepción hecha de los criterios políticos (1938) y del nombramiento por el Ministerio, oídos los órganos del centro (1970), el sistema de nombramiento de entre una terna de catedráticos, elegida por el claustro, ha sido el procedimiento más reiterado.

Bardisa (1996) sistematiza los procedimientos seguidos para acceder a la dirección con el siguiente catálogo:


	
•Acceso directo: la Administración designa a la persona de mayor antigüedad en el centro, puesto en el escalafón o número de registro personal más antiguo. 

	
•Nombramiento directo por la Administración: procedimiento habitual para nombrar a los directores, entre profesores con plaza en propiedad en el centro, con distintas posibilidades de propuestas (ternas) y requisitos (catedráticos en la enseñanza secundaria). 

	
•Concurso de méritos: más habitual en la enseñanza primaria y generalmente unido al procedimiento de concurso de traslados. 

	
•Concurso-oposición: para plazas no cubiertas mediante concurso de traslados y en escuelas graduadas de seis o más secciones. 

	
•Elección en el propio centro por los compañeros: cuando se trata de escuelas graduadas pequeñas o, en algunos casos, de nueva creación. 



Por otra parte, con respecto a los maestros, interesa destacar el requisito habitual de contar con titulación superior para acceder a la dirección de las escuelas. Y, como se aprecia, la participación de padres y alumnos no figura en ninguno de los procedimientos descritos, hasta que así se establece en el periodo democrático con la aprobación del Estatuto de Centros Escolares, en 1980. Las consideraciones de este nuevo marco, especialmente referidas a la dirección, se analizan en el apartado siguiente.

2.  LA SELECCIÓN DEL DIRECTOR EN LA LEY ORGÁNICA DEL ESTATUTO DE CENTROS ESCOLARES (LOECE, 1980)

Dos años después de promulgada la Constitución Española (1978), la Ley Orgánica 5/1980, de 19 de junio, del Estatuto de Centros Escolares (LOECE), pretende regular el régimen jurídico de los centros públicos y privados correspondientes a los niveles establecidos por la LGE (1970), además de desarrollar el precepto constitucional (art. 27.7) de la participación de padres, alumnos y profesores en la gestión y control de los centros financiados por el Estado. Los contenidos de la LOECE estiman, tal como aquí nos interesa, los órganos de gobierno unipersonales y colegiados y los derechos y deberes de los alumnos. Pero esta ley fue declarada inconstitucional, y consiguientemente nula, en varios de sus artículos, a partir de una sentencia (5/1981, de 13 de febrero, previo recurso de inconstitucionalidad 189/1980) del Tribunal Constitucional, amplia y con votos particulares, que entró de lleno en algunos de los principios fundamentales de la enseñanza y la educación en la España de aquellos años: la diferenciación jurídica de esas dos mismas nociones -educación y enseñanza-, la libertad de enseñanza y sus límites, la libertad de cátedra, la libertad de creación de centros docentes, la participación de la comunidad educativa en el control y la gestión de los centros docentes y la homologación del sistema educativo. El preámbulo de la Ley Orgánica del Derecho a la Educación (LODE, 1985) ya advirtió de ello con una referencia expresa a la intervención de los sectores de la comunidad educativa en la gestión y control de los centros: 

Sin embargo, el desarrollo que, del artículo 27 de la Constitución, hizo la Ley Orgánica del Estatuto de Centros Escolares, ha supuesto un desarrollo parcial y escasamente fiel al espíritu constitucional, al soslayar, por un lado, aspectos capitales de la regulación constitucional de la enseñanza como son los relativos a la ayuda de los poderes públicos a los centros privados y a la programación general de la enseñanza y, por otro, al privilegiar desequilibradamente los derechos del titular del centro privado sobre los de la comunidad escolar, supeditando la libertad de cátedra al ideario e interpretando restrictivamente el derecho de padres, profesores y alumnos a la intervención en la gestión y control de los centros sostenidos con fondos públicos.

En lo que respecta a los órganos de gobierno de los centros, la LOECE (1980) diferenció entre los de carácter unipersonal y colegiado, de tal manera que estos últimos dejan de ser consultivos o asesores:


	LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO DE LOS CENTROS PÚBLICOS EN LA LOECE (1980)


	Órganos unipersonales
	Órganos colegiados



	
Director

Secretario

Jefe de Estudios

Vicedirector

Cuantos otros se determinen


	
Consejo de dirección

Claustro de profesores

Junta económica

Cuantos otros se determinen






Y su artículo 25 estableció el acceso a la dirección, de acuerdo con los principios de mérito, capacidad y publicidad, además de hacer explícita una referencia a la carrera docente, entre cuyos derechos propios figuraba el acceso a la condición de director:

1. La autoridad del director será en todo caso la propia de este cargo. El director será nombrado entre profesores numerarios de Educación General Básica, de Bachillerato y de Formación Profesional, en los Niveles de Educación Preescolar y Educación General Básica, Bachillerato y Formación Profesional, respectivamente.

2. Reglamentariamente se determinará el procedimiento por el que la Administración seleccionará y nombrará al director, de acuerdo en todo caso con los principios de mérito, capacidad y publicidad. El acceso a la condición de director se insertará dentro de los derechos propios de la carrera docente.

El desempeño, claramente administrativo, del director puede constatarse al repasar sus funciones.


	FUNCIONES DEL DIRECTOR EN LA LOECE (1980)

	a) Ostentar oficialmente la representación del centro.

	b) Cumplir y hacer cumplir las leyes y demás disposiciones vigentes.

	
c) Orientar y dirigir todas las actividades del centro de acuerdo con las disposiciones vigentes
.

	d) Ejercer la jefatura de todo el personal adscrito al centro.

	
e) Convocar y presidir los actos académicos y las reuniones de todos los órganos colegiados del centro
..

	f) Ordenar los pagos.

	g) Visar las certificaciones y documentos oficiales del centro.

	h) Proponer el nombramiento de los cargos directivos.

	
i) Ejecutar los acuerdos que los órganos colegiados, en el marco de su competencia, adopten
..

	j) Cuantas otras competencias se le atribuyan reglamentariamente.



La creación de los consejos de dirección, como órganos de gobierno, incrementó la participación de los distintos sectores de la comunidad educativa. Formaban parte de ellos el propio director como presidente, el jefe de estudios, profesores elegidos por el claustro, representantes de los padres, del alumnado, del personal no docente y del ayuntamiento de la localidad; además del secretario, con voz y sin voto. Composición muy similar a la de los actuales consejos escolares. Y la naturaleza de las funciones que se le atribuyen corrobora su entidad como órgano de gobierno.


	FUNCIONES DEL CONSEJO DE DIRECCIÓN EN LA LOECE (1980)

	a) Aprobar el reglamento de régimen interior del centro, elaborado por el claustro de profesores junto con la asociación de padres de alumnos.

	b) Definir los principios y objetivos educativos generales a los que habrá de atenerse toda la actividad del centro.

	c) Informar de la programación general de las actividades educativas del centro.

	d) Velar por el cumplimiento de las disposiciones vigentes sobre admisión de alumnos en el centro.

	e) Aprobar el plan de administración de los recursos presupuestarios del centro elaborado por la Junta Económica y previa audiencia del claustro, así como supervisar la gestión económica ordinaria de la Junta Económica a través de la información periódica que esta deberá facilitar.

	f) Resolver los problemas de disciplina que afectan a los alumnos. 

	g) Planificar y programar las actividades culturales y extraescolares del centro.

	h) Establecer relaciones de cooperación con otros centros docentes.

	i) Elevar a los órganos de la Administración informe sobre la vida del centro y sus problemas, formulando, en su caso, las oportunas propuestas.

	j) Asistir y asesorar al director en los asuntos de su competencia.

	k) Cualesquiera otras que reglamentariamente le sean atribuidas.



Sin embargo, una disposición adicional, la tercera, de esta misma ley (LOECE, 1980), estableció que, entre otros aspectos, el tipo de órganos de gobierno unipersonales y colegiados, las funciones del director, y la composición y funciones de los consejos de dirección "podrán ser modificados o sustituidos por las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus facultades y competencias determinadas por sus respectivos Estatutos de Autonomía". Tal precepto fue declarado inconstitucional, y consiguientemente nulo, en una sentencia del Tribunal Constitucional (sentencia 5/1981, 13 de febrero de 1981). A esta cuestión volveremos después, en el análisis comparado de los procesos de selección y nombramiento de directores, para aproximarla a situaciones que se derivan del actual modelo de dirección.

Pero la LOECE (1980) desarrolló los procedimientos de selección mediante un Reglamento publicado un año después (Real Decreto 1275/1981, de 9 de junio, BOE de 29 de junio). El Ministerio anunciaba, con carácter anual, las vacantes existentes y se convocaban los correspondientes concursos de méritos. Como requisitos para participar en los mismos, figuran:


	REQUISITOS PARA PARTICIPAR EN LOS CONCURSOS DE SELECCIÓN DE DIRECTORES (LOECE, 1980)

	• Prestar servicios en el centro a cuya dirección se concursa

	• Tener, como mínimo, al publicarse la convocatoria correspondiente, un año de antigüedad en el mismo. 



El ejercicio en el centro que se aspiraba dirigir era requisito fundamental y sólo cuando no se contaba con candidatos, o no concurrían en estos las condiciones exigibles, "la Administración podrá habilitar a un Profesor numerario para que, con carácter accidental y por el periodo máximo de un año, desempeñe la función directiva docente. Dicha habilitación se efectuará mediante comisión de servicios cuando recaiga en un Profesor numerario no destinado en el Centro" (artículo 5 del Reglamento de 1981).

Los méritos solicitados en las convocatorias eran de carácter académico y profesional, valorados por comisiones de selección de acuerdo con lo que establecían los baremos. Se tenían en cuenta, además, "cualidades personales que expresen capacidad para el desempeño de la función directiva" (artículo 6), evaluadas en este caso por la Inspección y los consejos de dirección de los centros respectivos.

Las comisiones de selección eran de ámbito provincial, salvo que por razón de las vacantes convocadas hubiera que establecer un ámbito territorial distinto; tenían su sede, con carácter general, en las respectivas delegaciones provinciales del Ministerio de Educación y Ciencia; podían solicitar el asesoramiento de profesores del nivel correspondiente para la valoración de los méritos académicos y profesionales de los candidatos; y estaban constituidas por los siguientes miembros:


	
MIEMBROS DE LA COMISIÓN DE SELECCIÓN DE DIRECTORES(LOECE, 1980; REAL DECRETO 1275/1981)

	• El delegado provincial o el funcionario del Departamento designado al efecto por el Ministerio de Educación y Ciencia.

	• Un inspector del nivel educativo correspondiente, designado por el Ministerio de Educación y Ciencia.

	• Dos representantes de los consejos de dirección de los centros a cuya dirección se concursa, designados por sorteo entre las personas elegidas en el seno de dichos consejos.

	• El secretario de la delegación provincial correspondiente, o el de la que al efecto se designe, que actuará como secretario de la comisión, con voz y voto.



Por su parte, el procedimiento de selección constaba de varias fases: solicitud de los candidatos, valoración de sus "cualidades personales", valoración de los méritos académico-profesionales, acumulación de puntuaciones, propuesta final y nombramiento. El cuadro adjunto detalla el contenido y desarrollo de cada una de ellas:


	PROCEDIMIENTO DE SELECCIÓN DE DIRECTORES (LOECE, 1980; REAL DECRETO 1275/1981)


	Solicitud
	
• Publicada la convocatoria, los aspirantes debían remitir a la delegación provincial correspondiente su solicitud, así como las referencias documentadas de los méritos que alegaban. 

• La delegación provincial hacía públicas las relaciones de aspirantes a la dirección de cada centro y las remitía a la Inspección y a los consejos de dirección que procediera.





	Valoración de cualidades personales
	
• Tanto la Inspección como el consejo de dirección de cada centro efectúan, por separado, una valoración de las cualidades personales del aspirante relativas a la capacidad para el desempeño de la función directiva, pudiendo otorgar cada uno de ellos hasta un máximo de 25 puntos. 

• La evaluación que corresponde al consejo de dirección se desarrolla, tras la deliberación oportuna, mediante un procedimiento que acredite el secreto de la decisión final de cada uno de sus miembros. 





	Valoración de méritos
	• Efectuadas dichas valoraciones, cada órgano remitía su puntuación a la comisión de selección, que procedía a decidir la valoración de los méritos académico-profesionales de cada aspirante, de acuerdo con el baremo establecido, hasta un máximo de 50 puntos.



	Acumulación de puntuaciones
	
• La suma total de la puntuación no podrá en ningún caso exceder del número de 100. 

 • Dicha suma total, otorgada por la comisión de selección, por la Inspección y por el consejo de dirección del centro, se incluía en la propuesta final, con especificación de las valoraciones concedidas a los distintos méritos alegados. 
.



	Propuesta final
	• Los aspirantes, para poder ser incluidos en la propuesta final, habían de obtener, al menos, 25 puntos entre los concedidos por la Inspección y por el consejo de dirección correspondiente.



	Nombramiento
	• Si por efecto de lo considerado en el apartado anterior, o por no obtener el mínimo de puntos establecido en el correspondiente baremo, no fuera posible la designación de director, se recurría al procedimiento excepcional de nombramiento ya descrito al referir los requisitos (habilitar a un profesor numerario, con carácter accidental y por el periodo máximo de un año, para el desempeño de la función directiva).




El nombramiento de los directores, por orden del Ministerio, se extendía a tres años, prorrogables, a petición propia, por dos periodos más de igual duración, para lo que se requería tanto el informe previo de la Inspección como oír al consejo de dirección del centro. Concluido el mandato y, en su caso, las prórrogas, era necesaria la participación en un nuevo concurso para desempeñar la función directiva. Por su parte, el cese del director se producía por una de las siguientes causas, entre las que destaca no participar en las actividades de formación previstas para los directores seleccionados, o realizarlas de modo insuficiente:


	CAUSAS DEL CESE DE LOS DIRECTORES (LOECE, 1980; REAL  DECRETO 1275/1981)

	a) Término del plazo para el que fue nombrado y, en su caso, de la prórroga de su mandato.

	b) Incapacidad permanente para el ejercicio de la función directiva por inutilidad física o debilitamiento apreciable de facultades, previo expediente iniciado de oficio o a instancia del interesado.

	c) Renuncia motivada y aceptada por la Administración.

	d) Remoción acordada por la autoridad competente, a través del oportuno expediente, en los casos de incumplimiento de los deberes inherentes a la función directiva y, de modo concreto, cuando no participen en las actividades de formación para los directores seleccionados o se realicen de manera insuficiente.



En el supuesto de la remoción, no se podía volver a concursar al cargo de director durante cinco años, ni se computaba como mérito el tiempo de ejercicio de la función directiva.

Tales procedimientos de selección del director no eran aplicables, sin embargo, a los centros de educación preescolar y colegios de Educación General Básica con menos de ocho unidades. En tales casos, el nombramiento se efectuaba de acuerdo con los principios de mérito y capacidad y previo informe colegiado de la Inspección, y recaía, necesariamente, en uno de los profesores numerarios del centro, con un mandato de tres años. Si no existían profesores numerarios, cualquiera de los profesores del centro podía ser habilitado para ejercer funciones directivas con carácter provisional y durante un periodo no superior a un año.

Por su parte, las funciones del cuerpo de directores escolares, en situación "a extinguir", conservaron los derechos que les correspondían y, entre ellos, el de participar, con carácter previo, en los concursos para cubrir vacantes de directores.

Una particularidad de este procedimiento de acceso a la dirección, que afecta al carácter básico del mismo, se recoge en la disposición final cuarta del Reglamento de selección y nombramiento de directores de centros escolares públicos (RD 1275/1981, de 19 de junio): los procedimientos establecidos en tal marco no eran de aplicación directa en las Comunidades Autónomas que tuvieran atribuidas competencias y transferidos los servicios correspondientes, siempre que hubieran regulado por sí mismas los citados procedimientos de selección al amparo de la LOECE (1980).

Las previsiones de nombramiento, con las formas previstas en el Reglamento, se hacían de forma gradual, en tres años a partir del comienzo escolar del curso 1981-1982, mediante convocatorias de tercios de las vacantes que daban preferencia a los centros de mayor número de alumnos.

Sin embargo, tras el cambio de Gobierno, el Ministerio de Educación y Ciencia derogó (Real Decreto 1425/1983, de 23 de mayo, BOE de 1 de junio) el Reglamento de selección y nombramiento de directores de centros escolares públicos, por los siguientes motivos: 


	
• La aplicación insatisfactoria del Reglamento para la adecuada cobertura de las vacantes sacadas a concurso, "tanto desde la perspectiva del profesorado como desde la de los órganos que han participado en la selección, a causa de aspectos sustantivos y procedimentales de aquel, cuyas consecuencias no fueron suficientemente previstas" (preámbulo del RD 1245/1983). 

	
• La escasa participación del profesorado en los concursos de méritos convocados y los bajos porcentajes de propuestas efectuadas en relación con el número de vacantes anunciadas. 

	
• La improcedencia, por ello, de convocar nuevos concursos de méritos, "así como la oportunidad de situar la regulación de dicha materia en el marco del programa legislativo del Gobierno" (preámbulo del RD 1245/1983). 



A pesar de la escasa vigencia del procedimiento de selección y nombramiento de directores establecido como desarrollo de la LOECE (1980), las características del mismo, tal como se verá después, guardan relación con las previsiones de la Ley de Calidad de la Educación (LOCE, 2002).

Estruch (2001, pág. 5) señala que la LOECE "intentó abrir una vía intermedia entre la dirección profesional y la participación del consejo escolar a través del consejo de dirección". Además de configurar, por primera vez, la existencia de más de un órgano unipersonal de gobierno junto al director. En el jefe de estudios recaen, entonces, algunas de las funciones de carácter "pedagógico" antaño atribuidas al director.

Y esa "vía intermedia" se aproxima a la configuración de un modelo "semiprofesional" (Pérez Pérez, 1998, pág. 313), en el que el ejercicio directivo podía resultar afectado:

En el sentido de que se va a exigir una formación específica y se contempla el mérito profesional-académico como criterio central del proceso de selección, sin embargo se generan otras condiciones adversas para la supervivencia del modelo, especialmente aquellas que venían exigiendo acerca de que el profesorado, en general, y la propia comunidad escolar, en otros casos, tuvieran un mayor protagonismo en la capacidad de decisión para la elección del director, generándose así situaciones de conflicto más o menos larvado que podía sostener graves tensiones en el seno de la comunidad educativa, debiendo, en estos casos, centrarse la labor del directivo más en mantener el equilibrio y estabilidad de la convivencia que en la profundización del desarrollo del centro escolar.

3.  LA DIRECCIÓN PARTICIPATIVA EN LA LEY ORGÁNICA DEL DERECHO A LA EDUCACIÓN (LODE, 1985)

Tras la promulgación y efectos de la LOECE (1980), la Ley Orgánica 8/1995, de 3 de julio, Reguladora del Derecho a la Educación (LODE, 1985), intenta establecer, de mejor manera, los órganos de gobierno de los centros públicos. A su vez, contempla la entidad mayor del derecho a la educación, los fines de la actividad educativa, los derechos y deberes básicos de los distintos sectores de la comunidad educativa, la red dual de centros (públicos, concertados) a la que se encomienda la provisión de la educación obligatoria en régimen de gratuidad y la participación en la programación general de la enseñanza. Asimismo, se ocupa de los órganos de gobierno, el régimen de conciertos y los requisitos de los centros concertados. 

Ya en su preámbulo, anticipa la estructura y el funcionamiento de los órganos de gobierno, de acuerdo con lo prescrito por el artículo 27.7 de la Constitución, a partir de "una concepción participativa de la actividad escolar". Por esto mismo, la participación de la comunidad escolar se verifica a través del consejo escolar del centro, y se aplica, además de al control y gestión de los fondos públicos, a atender los derechos y libertades de los distintos sectores de la comunidad educativa y a definir proyectos educativos. En definitiva, "la opción por la participación contenida en la Constitución es una opción por un sistema educativo moderno, en el que una comunidad escolar activa y responsable es coprotagonista de su propia acción educativa" (preámbulo de la LODE, 1985).

Las que siguen son, entonces, algunas de las intenciones básicas de la LODE (1985), para situar, en ese marco, la configuración del gobierno y la dirección de los centros:


	
• Subraya como "hito histórico", en el progreso de las sociedades modernas, la extensión de la escolaridad básica, hasta alcanzar a todos los ciudadanos. Por eso mismo, la Ley General de Educación, de 1970, estableció la obligatoriedad y gratuidad de una educación básica unificada, concebida como servicio público, y responsabilizó al Estado de su provisión, después de reconocer el carácter mixto (público-privado) del sistema educativo. 

	
• Algunas disfunciones en el régimen de conciertos educativos, no suficientemente desarrollado con carácter reglamentario y estable tras la LGE (1970), justificaron un acuerdo explícito en la Constitución Española al definir "un marco de compromiso y concordia que, al tiempo que reconoce implícitamente el sistema mixto heredado, proporciona el espacio normativo integrador en el que pueden convivir las diversas opciones educativas": derecho a la educación, libertad de enseñanza, libertad de cátedra, libertad de creación de centros docentes, competencia de los poderes públicos para diseñar la programación general de la enseñanza. 

	
• Sin embargo, el desarrollo constitucional, auspiciado por la Ley Orgánica del Estatuto de Centros Escolares (1980), resultó insuficiente en la dirección arriba apuntada. 



Así, en el preámbulo de la LODE (1985) podemos leer:

Se impone, pues, una nueva norma que desarrolle cabal y armónicamente los principios que, en materia de educación, contiene la Constitución española, retomando tanto su tenor literal como el espíritu que presidió su redacción, y que garantice al mismo tiempo el pluralismo educativo y la equidad. A satisfacer esta necesidad se orienta la Ley Orgánica reguladora del derecho a la educación.

Y, entre los empeños más destacados de la LODE (1985), figuran:


	
• Modernizar y racionalizar los tramos básicos del sistema educativo español, de acuerdo con lo establecido en el mandato constitucional. 

	
• Programar la enseñanza, con el empeño de ajustar la oferta de puestos escolares gratuitos, a la vez que asignar, de manera racional, los recursos públicos. Esto es, compatibilizar libertad e igualdad. 

	
• Desarrollar el principio de participación, como salvaguarda de las libertades individuales y de los derechos del titular y de la comunidad escolar. 

	
• Regular los centros escolares y el sostenimiento de los concertados. 

	
• Proponer un marco de convivencia, basado en los principios de libertad, tolerancia y pluralismo, que desarrolle el acuerdo constitucional en el ámbito de la educación. 



La concepción participativa del gobierno de los centros se percibe, de manera directa, con el nuevo procedimiento de selección de directores: son elegidos por el consejo escolar y nombrados por la Administración educativa correspondiente. Tal como estableció la LOECE (1980), los órganos de gobierno se reparten entre unipersonales y colegiados. El entonces consejo de dirección da paso al consejo escolar, cuya composición integra los distintos representantes de la comunidad educativa. Y la junta económica, prevista como órgano colegiado en la LOECE (1980), es sustituida por una comisión económica en el seno del consejo escolar.


	Los órganos de gobierno de los centros públicos en la LODE (1985)


	Órganos unipersonales
	Órganos colegiados



	
Director

Secretario

Jefe de estudios

Cuantos otros se determinen


	
Consejo escolar

Claustro de profesores

Cuantos otros se determinen






Sin embargo, las funciones del director son prácticamente idénticas a las previstas en la LOECE (1980):


	FUNCIONES DEL DIRECTOR EN LA LODE (1985)

	a) Ostentar oficialmente la representación del centro.

	b) Cumplir y hacer cumplir las leyes y demás disposiciones vigentes.

	c) Dirigir y coordinar todas las actividades del centro de acuerdo con las disposiciones vigentes, sin perjuicio de las competencias del consejo escolar del centro.

	d) Ejercer la jefatura de todo el personal adscrito al centro.

	e) Convocar y presidir los actos académicos y las reuniones de todos los órganos colegiados del centro.

	f) Autorizar los gastos de acuerdo con el presupuesto del centro y ordenar los pagos.

	g) Visar las certificaciones y documentos oficiales del centro.

	h) Proponer el nombramiento de los cargos directivos.

	i) Ejecutar los acuerdos de los órganos colegiados en el ámbito de su competencia.

	j) Cuantas otras competencias se le atribuyan en los correspondientes reglamentos orgánicos.



Asimismo, es muy relevante y significativo el catálogo de las funciones establecidas para el consejo escolar:


	LAS FUNCIONES DEL CONSEJO ESCOLAR EN LA LODE (1985)

	a) Elegir al director y designar al equipo directivo por él propuesto.

	b) Proponer la revocación del nombramiento del director, previo acuerdo de sus miembros adoptado por mayoría de dos tercios.

	c) Decidir sobre la admisión de alumnos, con sujeción estricta a lo establecido en la LODE y disposiciones que la desarrollen.

	d) Resolver los conflictos e imponer las sanciones en materia de disciplina de alumnos, de acuerdo con las normas que regulen los derechos y deberes de los mismos.

	e) Aprobar el proyecto de presupuesto del centro.

	f) Aprobar y evaluar la programación general del centro que con carácter anual elabore el equipo directivo.

	g) Elaborar las directrices para la programación y desarrollo de las actividades escolares complementarias, visitas y viajes, comedores y colonias de verano.

	h) Establecer los criterios sobre la participación del centro en actividades culturales, deportivas y recreativas, así como aquellas acciones asistenciales a las que el centro pudiera prestar su colaboración.

	i) Establecer las relaciones de colaboración con otros centros con fines culturales y educativos.

	j) Aprobar el reglamento de régimen interior del centro.

	k) Promover la renovación de las instalaciones y equipo escolar, así como velar por su conservación.

	l) Supervisar la actividad general del centro en los aspectos administrativos y docentes.

	m) Cualquier otra competencia que le sea atribuida en los correspondientes reglamentos orgánicos.



Esto es, el consejo escolar tiene atribuida la competencia no sólo de elegir al director, sino al equipo directivo por él propuesto; además, está facultado para proponer la revocación del director. Si, para la elección, se requiere la mayoría absoluta de los miembros del consejo, la revocación precisa el acuerdo de dos tercios. 

Con respecto a los requisitos para optar a la dirección, de entre los previstos en la LOECE (1980) se matiza la experiencia docente, y el procedimiento ya no es de selección por una comisión, sino de elección por el consejo escolar.


	REQUISITOS PARA ACCEDER A LA DIRECCIÓN EN LA LODE (1985)

	•Ser profesor del centro.

	•Permanencia en el mismo centro durante al menos un año.

	•Contar con tres años de experiencia docente.




	PROCEDIMIENTO PARA ACCEDER A LA DIRECCIÓN EN LA LODE (1985)

	•El director es elegido por el consejo escolar y nombrado por la Administración educativa correspondiente.

	•La elección se produce por mayoría absoluta de los miembros del consejo.

	•En ausencia de candidatos, o cuando estos no obtuvieran la mayoría absoluta, o en el caso de centros de nueva creación, la Administración educativa nombra director, con carácter provisional, por el periodo de un año.



En el Reglamento Orgánico de los centros que impartían las entonces enseñanzas de Educación General Básica, Bachillerato y Formación Profesional (RD 2376/1985, de 18 de diciembre, BOE de 27 de diciembre), de aplicación directa a los centros dependientes del Ministerio de Educación y Ciencia y supletoria en los de las Comunidades Autónomas que no dispusieran de regulación propia, se estableció, además, que los candidatos debían presentar, ante el consejo escolar, por escrito, las líneas básicas de su programa y sus méritos profesionales.

Otras características de la dirección en la LODE (1985) tienen que ver con la duración de su mandato y con el cese de sus funciones. Con respecto a la primera, se establecía en tres años, sin las posibilidades de prórroga previstas en la LOECE (1980), puesto que el director, si quiere continuar desempeñando sus funciones, ha de ser elegido nuevamente por el consejo escolar. Con respecto al cese, además de la revocación, se alude a la finalización de su mandato, pudiendo la Administración educativa "cesar o suspender al director antes del término de dicho mandato, cuando incumpla gravemente sus funciones, previo informe razonado del consejo escolar del centro y audiencia del interesado". Sin embargo, no se señalan, de manera explícita, las situaciones de renuncia motivada o de incapacidad física previstas en la LOECE (1980). 

Para analizar la dirección escolar en el marco de la LODE (1985), Escudero (2004) apela al nuevo contexto social y político, de tal manera que fueron necesarios modelos de acceso más acordes con los valores y principios democráticos. El gobierno de los centros habría de construirse con mayores cotas de participación y responsabilidades compartidas por los distintos sectores de la comunidad educativa: "El nuevo contexto reclamaba también, por lo tanto, una dirección no autoritaria ni jerárquica, asentada sobre otros criterios y dependencias, regida por procedimientos distintos tanto en su elección como en su ejercicio" (Escudero, 2004, pág. 142).

Pero ese mismo contexto puede operar otros efectos si dificulta una acción directiva basada en la competencia, la capacidad y la estabilidad (Antúnez, 1993). En la medida en que la transición de la vida política y social impulsa "un modelo de gestión escolar que -a la manera del sistema político- introduce, entre otros, los principios democráticos del parlamentarismo, la participación universal y los procesos electorales" (pág. 175). Así, el ejercicio de la dirección pone el acento en los procesos de participación más cuantitativa que cualitativa, y se delega la preocupación por el logro de resultados y el ejercicio de otras acciones directivas. Estas últimas, además, se encajan en "una gestión delegada o como una tarea de simple ejecución de las políticas y directrices dictadas desde fuera de los centros" (pág. 176). Y la delegación es "incorrecta" cuando la Administración encomienda tareas pero quienes tienen la responsabilidad de acometerlas no cuentan con las atribuciones precisas: autoridad, autonomía y capacidad de tomar decisiones.

El protagonismo de la participación, aplicado a la elección del director, también genera controversias si se estiman otras instancias o servicios sociales elementales en los que la participación no alcanza tan altas cotas. Según Antúnez (1993, pág. 179):

El sistema de elección por los representantes de los miembros de la comunidad escolar intenta justificarse muchas veces con el argumento de que la educación, al ser un derecho básico del individuo, un servicio social elemental, es también un proceso en el que todos estamos llamados a participar. Si eso es así, ¿por qué los procedimientos de acceso a la Dirección de los centros privados concertados no son exactamente iguales que los de los centros públicos? O bien, ¿no es también la salud un derecho básico del individuo, un servicio social elemental?; en cambio nunca se plantea que los directores y directoras de los hospitales y ambulatorios públicos sean elegidos por una representación del personal sanitario, de los enfermos y de la administración local.

Algunas características básicas del modelo de dirección de la LODE (1985) son identificadas, a su vez, por López Yáñez y otros (2003), cuando señalan su carácter electivo, no profesional, democrático y participativo, descentralizado y coordinado. La no profesionalidad del director se deduce de los siguientes aspectos: 


	
• La función directiva es compartida con tareas docentes por un profesor del centro. 

	
• El periodo de mandato es limitado y, una vez que finaliza, el profesor vuelve a ejercer como uno más de los docentes del centro. 

	
• El director no forma parte de ningún cuerpo específico con un estatus particular. 

	
• La forma de acceso es por elección de los candidatos presentados. 

	
• No se necesita una formación específica para aspirar al puesto. 



Y las "cuestiones problemáticas" (pág. 274) que se advierten tras el funcionamiento de este modelo tienen que ver, en algunos casos, con los aspectos más arriba apuntados: reversibilidad, provisionalidad, disfunciones entre el poder legal y el poder real, escasa formación específica, falta de tradición de trabajo cooperativo en torno a dimensiones pedagógicas y sociales.

La reversibilidad, así, emplaza al director en una situación dilemática (López Yáñez y otros, 2003, pág. 274):

A veces, los directores se han encontrado en la tesitura de tener que tomar decisiones que no han gozado del agrado de los colegas, lo que les ha situado en una posición entre la Administración y los compañeros. En estos casos, los directores eran conscientes de que, en un futuro no muy lejano, volverían a formar parte del claustro de profesores como cualquier otro profesor, lo que les recordaba continuamente la necesidad de no crear enemistades entre sus propios compañeros.

A su vez, la relevancia que la LODE (1985) otorga a la participación es cuestionada desde perspectivas críticas. García Garrido (2002, pág. 35) apunta que, en los contenidos de esa ley, se confundió participación y gobierno: "La LODE, al confundir participación y gobierno, vino a reemplazar la dirección por la participación". Así resulta, según este autor, de las competencias atribuidas al consejo escolar, órgano fundamental de gobierno de los centros en el que residía la competencia de elegir al director; y, sobre todo, de una "restricción conceptual", tanto de la participación como del gobierno. En la medida en que se derivaba un "estado de confusión" con respecto a las responsabilidades, prerrogativas, responsabilidades y tareas de los distintos órganos de gobierno de los centros, la participación prevista en la LODE ofreció, en su conjunto, "evidentes rasgos de incongruencia conceptual y, por supuesto, de descoordinación operativa" (pág. 35), y ocasionó, en opinión de García Garrido (2002), un deterioro en el ámbito de la dirección escolar de los centros públicos y una "crónica crisis de falta de liderazgo".

Además, otros efectos del acento en la participación tienen que ver con los resultados educativos y con las propias actuaciones de la dirección, puesto que, como indica Antúnez (1993, pág. 175) se propicia:

La creación de un tipo de gestión y de dirección escolar de los centros públicos basado más en poner un énfasis especial en fomentar y garantizar procesos participativos que en tratar de conseguir otros resultados educativos o en procurar una acción directiva basada en la competencia, la capacitación y la estabilidad.

Aunque Gairín argumentaba, en 1991, que el modelo de dirección participativa "no es técnicamente mejor ni peor que los demás, tan sólo es diferente" (pág. 27). No se trata, por tanto, de cambiar el modelo, sino de analizar las implicaciones que determina con respecto a los procesos de acceso, permanencia, formación y profesionalización. Siguiendo con Gairín (1991, pág. 27):

La intervención en la dirección de las instituciones por parte de los miembros de la comunidad educativa no es soslayable; tan sólo es determinable la forma de ejercerla. Para los diferentes órganos, especialmente los unipersonales, habrá que determinar más específicamente los requisitos de formación mínimos y deseables, plantearse la relación entre la estabilidad y la permanencia en el cargo, determinar si se desea formar para la función o hacer de la función una profesión, o definir las exigencias de formación permanente que reclama una sociedad en cambio.

El procedimiento de acceso para ocupar el puesto de director en España, a partir de la LODE (1985), ha sido calificado, también, de "peculiar" y "genuino". Así lo consideran Sáenz y Debón (2000) cuando señalan que los requisitos que se exigen a los candidatos son mínimos si se comparan con los que se requieren en los sistemas educativos de nuestro entorno y, además, porque la naturaleza representativa y democrática de la elección por parte de la comunidad a la que va a dirigir otorga un amplio poder de decisión a los "miembros no profesionales de la institución" (Saénz y Debón, 2000, pág. 108).

Estas consideraciones constituyen claves, a su vez, que pueden relacionarse con la identidad de una "dirección escolar de naturaleza político-transaccional" (Pérez Pérez, 1998, pág. 313), en tanto que se generen dinámicas de conservación del poder asentadas en la negociación "transaccional" para satisfacer a los distintos sectores, y una menor dedicación a los ámbitos de intervención pedagógica y organizativa.

En definitiva, como señalan Llorent y Oria (1998), la LODE (1985) estableció las bases para hacer efectiva la participación en la gestión los centros, así como en la elección del director, pero no estimó requisitos de cualificación para el desempeño de la dirección, de tal manera que se vinculan competencias docentes y directivas en el supuesto, un tanto arriesgado, de que las primeras conllevan las segundas. Antúnez (1993, págs. 178-179) reflexiona en torno a esta cuestión:

El acceso al ejercicio de las funciones directivas en nuestro país suele hacerse en base al "mérito docente". Se infiere que una "buena conducta" docente garantiza la capacidad y habilidades para la función directiva (...). De quien se conoce que es un buen profesor se supone que puede ser directivo. Se le otorga el cargo y la responsabilidad simplemente porque se supone que lo hará bien.

Y, de resultas, se advierten dos situaciones paradójicas:


	
• El director, seleccionado sobre la base de la competencia pedagógica, ha de desenvolverse en un ejercicio, ya por lo que se le demanda con más apremio o ya por el funcionamiento de los centros, en el que la intervención pedagógica no resulta prioritaria. 

	
• La casi única posibilidad de promoción que se ofrece a un buen profesor es "transformarse" en director. El centro, entonces, pierde un buen docente y gana un director que, por la frágil generalización del mérito docente, tal vez desempeñe su ejercicio directivo en situaciones de incompetencia que redundan, esta vez de manera desfavorable, en el mismo centro que lo perdió como buen profesor. 



Cabe señalar, por tanto, como balance general, la inadecuación de los modelos organizativo y directivo (San Martín y Beltrán, 2004, pág. 149): 

Sin haber transformado el entramado organizativo de los centros se le quiso dotar de un modelo de dirección con, probablemente así lo pensaban los legisladores, capacidad para romper con los intereses instalados en los centros, encauzar los conflictos y liderar grupos humanos permeables a las exigencias de los nuevos tiempos. Esto es, una dirección que con los resortes de la autonomía y de la participación, fuera capaz de modernizar a las organizaciones escolares.

Pero el estado de la cuestión, como ya se ha visto, templó este empeño. Y Álvarez (1992) ayuda a concretar los planos de desajuste entre organización y dirección: entre los perfiles propios de cada modelo organizativo que coexisten en cada centro; entre las competencias, funciones y tareas, y la formación recibida; entre la función representativa y la mediadora; y desajustes técnicos entre las tareas colegiadas mediante proyectos y los tiempos asignados.

Hanson y Ulrich, profesores de la Universidad de California, analizaron y describieron los primeros cinco años (1985-1990) de la experiencia española en dirección y gestión "basada en el centro". Concepto, este último, vinculado a la "premisa de que un sistema educativo que se apoya en una práctica democrática producirá un fuerte liderazgo local que haga avanzar la calidad de la educación en respuesta a las necesidades educativas de los alumnos y sus comunidades" (Hanson y Ulrich, 1992, pág. 72). Para ello, la gestión autónoma basada en las necesidades del centro exige a cada comunidad escolar tres condiciones básicas: que elija su estructura u órgano de gobierno (el consejo escolar, en nuestro caso); que esta misma estructura elija al director del centro; y que este desarrolle un programa específico previamente propuesto para la mejora de la calidad educativa del centro. Revisada la práctica real de la gestión basada en las necesidades del centro, los autores constatan la escasa participación tanto de los sectores de la comunidad educativa para constituir el consejo escolar, como de los profesores para aspirar a la dirección; identifican algunos factores (incentivos escasos, conflictos en la aceptación del liderazgo del director, ambigüedad de funciones, dobles demandas y responsabilidades de la Administración y del centro); y concluyen con esta evidencia (1992, pág. 79):

Casi sin excepción, las entrevistas llevadas a cabo para este estudio revelaron que los educadores de una punta de España a la otra reconocieron que la práctica de la gestión autónoma basada en las necesidades del centro no resultaba ser un mecanismo efectivo para mejorar ni la calidad de la gestión ni la de la educación en los centros docentes. De hecho, especialmente a causa de la relativa incapacidad para atraer de entre los profesores a suficientes líderes que asumiesen el papel de directores, el enfoque de la gestión autónoma de los centros se consideraba a menudo como un impedimento para la mejora del sistema educativo.

Aunque, dados los precedentes de la configuración directiva en el régimen de la dictadura, se consideró que ese modelo de gestión autónoma tuvo una aportación, antes que nada, "simbólica", y los autores creyeron razonable dejar un plazo mayor de tiempo para comprobar "la viabilidad del modelo español de reforma educativa" (pág. 79).

4. LA DIRECCIÓN COMO FACTOR DE CALIDAD EN LA LEY DE ORDENACIÓN GENERAL DEL SISTEMA EDUCATIVO (LOGSE, 1990)

De manera directa, la Ley 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE), no considera la función directiva, salvo en las cuestiones que después se detallan. Sin embargo, buena parte de los objetivos que la inspiran afectará al desempeño de la dirección y requerirá la promulgación posterior de la Ley Orgánica de la Participación, la Evaluación y el Gobierno de los Centros Docentes (LOPEG, 1995).

Publicada cinco años después de la LODE (1985), la LOGSE (1990) considera en su preámbulo que la ley anterior no abordó "la reforma global que ordenase el conjunto del sistema, que lo adaptase en su estructura y funcionamiento a las grandes transformaciones producidas en estos últimos veinte años"; y se promulga como el marco básico de la Reforma, como podemos leer en su preámbulo:

Con la consecución de objetivos tan fundamentales como la ampliación de la educación básica, llevándola hasta los dieciséis años, edad mínima legal de incorporación al trabajo, en condiciones de obligatoriedad y gratuidad; con la reordenación del sistema educativo, estableciendo en su régimen general las etapas de educación infantil, educación primaria, educación secundaria -que comprenderá la educación secundaria obligatoria, el bachillerato y la formación profesional de grado medio-, la formación profesional de grado superior y la educación universitaria; con la prestación a todos los españoles de una enseñanza secundaria; con la reforma profunda de la formación profesional y con la mejora de la calidad de la enseñanza, esta ley trata no sólo de superar las deficiencias del pasado y del presente sino, sobre todo, de dar respuesta adecuada y ambiciosa a las exigencias del presente y del futuro.
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